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REALIZAR ESTUDIOS DE IMPACTO
ANTES DE AUTORIZAR MEGAPROYECTOS:
UNA OBLIGACIÓN INTERNACIONAL
DEL ESTADO MEXICANO

ESTÁNDARES MÍNIMOS QUE DEBEN CUMPLIR
LOS ESTUDIOS O EVALUACIONES DE IMPACTO

Antes de autorizar un proyecto de inversión o desarrollo sobre territorio
de pueblos indígenas, el Estado Mexicano tiene la obligación de hacer estudios
(también llamados evaluaciones) de los impactos que dicho proyecto pudiera
ocasionar en los diferentes ámbitos de vida de dichos pueblos: social, espiritual,
cultural, ambiental y de derechos. Sin el estudio o evaluación previa no puede
otorgarse ningún permiso.

Deben ser realizados por el propio 
Estado o encomendados por él, pero
bajo su supervisión.

Deben ser realizados por entidades técnicamente
capacitadas e independientes (no pueden ser 
efectuados, pagados o contratados por las empresas
interesadas en los permisos).

Deben ser concluidos de manera previa al
otorgamiento de las concesiones, permisos,
autorizaciones, licencias relacionadas con
proyectos de desarrollo o inversión.

Deben ser de carácter social y 
ambiental, así como de derechos.
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El Estado Mexicano tiene el deber de adecuar la legislación interna conforme
a ellos. Además, con base en el principio de progresividad de los derechos
humanos, así como el principio pro persona, debe aplicar estos estándares
también para proyectos que pretendan autorizarse sobre territorio no indígena.

Deben realizarse conforme a los estándares
internacionales y buenas prácticas al respecto.

Deben respetar las tradiciones y 
cultura del pueblo indígena de que se trate.

Deben ser realizados en colaboración con
los pueblos interesados, y sus resultados
compartidos y consultados con ellos. 

Deben garantizar el derecho del pueblo
originario a ser informado acerca de todos 
los proyectos propuestos en su territorio.

Deben identificar posibles alternativas, 
o medidas de mitigación de los impactos
negativos (incluyendo el no seguir
adelante con el proyecto).

Deben tratar el impacto acumulado de los proyectos. 

Deben ser realizados por entidades técnicamente
capacitadas e independientes (no pueden ser 
efectuados, pagados o contratados por las empresas
interesadas en los permisos).

Deben ser de carácter social y 
ambiental, así como de derechos.



Introducción
En la última década ha proliferado la implementa-
ción de proyectos de inversión o desarrollo sobre el 
territorio nacional como resultado de los miles de 
permisos que el Estado Mexicano ha otorgado en 
diversos sectores, como el minero o el energético. 
Para marzo de 2019, por ejemplo, se habían entre-
gado 25,607 concesiones mineras en el país,1  y has-
ta 2012 se reportaba que el número de proyectos de 
construcción de presas ascendían a 4 mil 200.2 En 
julio de 2019, el entonces secretario del Medio Am-
biente y Recursos Naturales, doctor Víctor Manuel 
Toledo Manzur, señalaba la existencia de más de 
500 conflictos socioambientales en México,3 enca-
bezados por la industria minera, seguidos del sec-
tor hídrico y de la extracción de energéticos.

Muchos de estos permisos han sido entregados 
sobre los territorios de comunidades indígenas, las 
cuales —junto con comunidades campesinas— se 
han convertido en los principales actores de resis-
tencia contra los llamados megaproyectos. Los con-
flictos existentes y los juicios que las comunidades 
han interpuesto para la defensa de su territorio re-
velan que dichos megaproyectos han sido autoriza-
dos en violación a una serie de derechos que les son 
reconocidos en instrumentos internacionales de 
derechos humanos y en la Constitución Mexicana. 

1   Fundar Centro de Análisis e Investigación (2019). Anuario 2018. Las activida-

des extractivas en México. Desafíos para la 4 T. México, p. 154.

2   Tribunal Permanente de los Pueblos (2012). Dictamen Final. Pre-audiencia 

sobre “Presas, Derechos de los Pueblos e Impunidad, p. 5. Disponible en 

http://www.mapder.lunasexta.org/dictamenfinal.pdf

3   Semarnat tiene registrados más de 560 conflictos socioambientales. (4 de sep-

tiembre de 2019). Proceso. Consultado en julio de 2020  https://www.proceso.

com.mx/598465/semarnat-tiene-registrados-560-conf lictos-socioam-

bientales
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Tratándose de pueblos indígenas, la vulneración 
más conocida ha sido al derecho a la consulta y al 
consentimiento previo, libre e informado, ya sea 
porque dicho proceso fue omitido, o porque fue 
violatorio de los estándares internacionales en la 
materia.4 Pero, tratándose de autorizaciones de 
megaproyectos en pueblos indígenas, la consul-
ta y el consentimiento no han sido las únicas obli-
gaciones incumplidas por el Estado mexicano. 

Desde 1991, año en que entró en vigor el Convenio 
169 de la Organización Internacional del Trabajo, 
el Estado Mexicano tiene la obligación de es-
tudiar los impactos negativos que los proyectos 
de desarrollo o inversión pueden ocasionar a los 
pueblos indígenas, como un requisito para de-
cidir su realización. Esta obligación se encuentra 
reforzada, y su contenido profundizado, con las 
sentencias emitidas en 2007 y 2008 por la Corte 
Interamericana de Derechos Humanos (Corte 
IDH) en el Caso del Pueblo Saramaka vs. Surinam, 
de las que se derivan los estándares mínimos que 
los estudios de impacto deben satisfacer.

Así, aunque en México comenzó a hablarse de Eva-
luaciones de Impacto Social (Evis) y de Estudios de 
Impacto Social (Eis) a partir de la reforma constitu-
cional en materia energética del 2013 (al establecer 
estas figuras dentro de la Ley de Hidrocarburos y de 
la Ley de la Industria Eléctrica), desde hace 29 años 
el Estado Mexicano tiene la obligación de realizar 
estudios previos de impacto tratándose de proyec-
tos de desarrollo o inversión que puedan afectar de 
manera directa o indirecta la capacidad de los pue-

4   Véase Gutiérrez y Del Pozo (2019). De la consulta a la libre determinación de los 

pueblos: Informe sobre la implementación del derecho a la consulta y al consenti-

miento previo, libre e informado en México. México.

I 	

http://www.mapder.lunasexta.org/dictamenfinal.pdf
https://www.proceso.com.mx/598465/semarnat-tiene-registrados-560-conflictos-socioambientales
https://www.proceso.com.mx/598465/semarnat-tiene-registrados-560-conflictos-socioambientales
https://www.proceso.com.mx/598465/semarnat-tiene-registrados-560-conflictos-socioambientales


RE ALIZ AR ESTUDIOS DE IMPAC TO ANTES DE AUTORIZ AR MEGAPROYEC TOS: UNA OBLIGACIÓN INTERNACIONAL DEL ESTADO ME XIC ANO

7

nal, por lo que son las mismas empresas quienes 
han venido realizando, encargando y pagando las 
manifestaciones de impacto ambiental o las eva-
luaciones de impacto social, en total contravención 
con el criterio internacional.

El presente documento versa sobre esta obliga-
ción del Estado y los estándares mínimos que debe 
observar para su cumplimiento. Con esto preten-
demos, por un lado, recordar al Estado Mexicano 
su deber de cumplir con ella y de garantizar que la 
legislación nacional se encuentre armonizada de 
conformidad con dichos estándares y, por el otro, 
dotar a las comunidades indígenas (y no indígenas 
también) y a las organizaciones que las acompa-
ñan de mayores argumentos legales que les per-
mitan defender sus derechos y sus territorios de la 
imposición de los megaproyectos que aún persiste.

Esperamos que este material sea útil y de consulta 
frecuente con el fin de contribuir al respeto, pro-
tección y garantía de los derechos de las personas 
que integran las comunidades y que están viendo 
sus vidas afectadas por los llamados proyectos de 
desarrollo.

blos indígenas para usar y gozar efectivamente de 
sus tierras, territorios y recursos naturales. De esta 
manera, cualquier proyecto (sin importar el sector) 
que haya sido autorizado desde entonces y que in-
volucre a pueblos originarios debe contar con un 
análisis de los impactos negativos bajo los criterios 
existentes. Haber otorgado permisos —y seguir 
haciéndolo hoy— sin contar con dichos estudios 
constituye una violación del Estado Mexicano a una 
obligación de fuente internacional que puede ser 
reclamada por la vía judicial.

En el contexto actual, en el que la implementación 
de megaproyectos continúa, es fundamental tener 
presentes los estándares establecidos pues per-
miten identificar las violaciones que se siguen 
cometiendo. Por ejemplo, uno de los criterios indi-
ca que los estudios deben ser efectuados por el 
propio Estado o encomendados por él a entidades 
independientes; es decir que bajo ninguna circuns-
tancia deben ser elaborados, encargados o paga-
dos por las empresas interesadas en la obtención de 
permisos, ya que ello compromete su objetividad 
por tratarse de un franco conflicto de interés. Sin 
embargo, en México existe una incompatibilidad de 
la legislación secundaria5 con este marco internacio-

5   Como por ejemplo la Ley de Hidrocarburos, la Ley de la Industria Eléctrica y la 

Ley General del Equilibrio Ecológico y la Protección al Ambiente.
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1 .
La obligación en el Convenio 169 de la OIT 
sobre Pueblos Indígenas y Tribales en Países 
Independientes.
El Convenio 169 fue adoptado por la Organización Internacional del Trabajo (OIT) el 27 de 
junio de 1989 en Ginebra, Suiza. México lo ratificó6 el 5 de septiembre de 1990 y empezó a 
tener vigencia para nuestro país un año después.7 A partir de entonces el Estado Mexicano 
tiene la obligación de cumplir con los derechos reconocidos en el tratado, además de armo-
nizar su legislación nacional conforme al contenido de sus disposiciones.

Desde su entrada en vigor, el Convenio 169 ha sido el principal tratado internacional8 sobre 
derechos de los pueblos indígenas y ha sido abrazado por dichos pueblos como herramien-
ta fundamental para su defensa frente a los abusos de los Estados. Entre sus disposiciones 
destaca, además de los derechos fundamentales de propiedad y de posesión sobre las tie-
rras que tradicionalmente ocupan,9 el derecho a decidir sobre sus propias prioridades en lo 
que atañe a su desarrollo, en la medida en que este afecte a sus vidas, creencias, institucio-
nes y bienestar espiritual y a las tierras que ocupan o utilizan de alguna manera, y de contro-
lar, en la medida de lo posible, su propio desarrollo económico, social y cultural.10

Es en el marco de este último derecho que el Convenio 169 establece la obligación de los 
Estados Parte11 de efectuar estudios sobre las implicaciones que los proyectos de desarrollo 

6   La ratificación de un tratado internacional es el acto mediante el cual un Estado hace constar en el ámbito internacional su consentimiento 

en obligarse por el tratado.

7  El 5 de septiembre de 1990 México hizo el depósito del instrumento correspondiente ante el director general de la OIT. De acuerdo con el 

artículo 38.2 del propio Convenio, este entraría en vigor doce meses después de la fecha en que las ratificaciones de dos Estados miembros 

hubieran sido registradas por el director general. Dado que México fue el segundo país en ratificarlo, su entrada en vigor tanto en lo general 

como para México fue el 5 de septiembre de 1991.	

8   Los tratados internacionales son normas de carácter obligatorio o vinculante para los Estados que los ratifican. Las obligaciones estable-

cidas en los tratados de derechos humanos son asumidas por los Estados frente a los demás Estados Parte del tratado, pero no en beneficio 

propio, sino en favor de las personas que se encuentran en su territorio.	

9   OIT, Convenio 169 sobre Pueblos Indígenas y Tribales en Países Independientes, (1991 entrada en vigor), Artículo 14.	

10   OIT, Convenio 169 sobre Pueblos Indígenas y Tribales en Países Independientes, (1991 entrada en vigor), Artículo 7.1.	

11   Un Estado Parte es aquel que ha ratificado el tratado internacional de que se trate.	
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o inversión12 que pretendan realizarse puedan tener en los ámbitos social, espiritual, cul-
tural y de medio ambiente de los pueblos originarios:

Artículo 7.3.   Los gobiernos deberán velar por que, siempre que haya lugar, se 

efectúen estudios, en cooperación con los pueblos interesados, a fin de evaluar 

la incidencia social, espiritual y cultural y sobre el medio ambiente que las 

actividades de desarrollo previstas puedan tener sobre esos pueblos. Los resul-

tados de estos estudios deberán ser considerados como criterios fundamen-

tales para la ejecución de las actividades mencionadas” [énfasis añadido]. 13

Es decir, tratándose de planes y proyectos de desarrollo, y a fin de que se garanticen y 
protejan la vida, integridad, la cultura, la cosmovisión, la propiedad, posesión y uso de las 
tierras, territorios y recursos naturales de los pueblos originarios, así como otros derechos, 
los Estados deben estudiar cuáles son los impactos y consecuencias que dichos proyectos 
pueden tener sobre las poblaciones. Esto se debe a que los pueblos y comunidades indíge-
nas pueden resultar gravemente afectados. De acuerdo con la Comisión Interamericana de 
Derechos Humanos (CIDH):

[...] se ha demostrado que los planes y proyectos de desarrollo e inversión en 

territorios indígenas o tribales, y las concesiones para la exploración y explo-

tación de recursos naturales, desembocan en violaciones múltiples de dere-

chos humanos individuales y colectivos, incluyendo el derecho a una vida en 

condiciones dignas (vulnerado cuandoquiera que los proyectos de desarrollo 

causan contaminación ambiental, generan efectos nocivos sobre las activida-

des básicas de subsistencia y afectan la salud de los pueblos indígenas y triba-

les que viven en los territorios donde se implementan).14

Es, por tanto, con base en el artículo 7.3 del Convenio 169 de la OIT, que surge para el Estado 
Mexicano la obligación convencional, es decir, que deriva de un tratado internacional de 
efectuar este tipo de estudios. 

12   Para la Corte IDH un proyecto o plan de desarrollo o inversión supone cualquier actividad que pueda afectar la integridad de las tierras y re-

cursos naturales dentro del territorio de los pueblos indígenas. (Corte IDH, Caso Pueblo Saramaka vs. Surinam (Excepciones Preliminares, Fon-

do, Reparaciones y Costas), Sentencia del 28 de noviembre de 2007, párr. 129, pie de página). En el mismo sentido, la CIDH emplea estos términos 

para referirse a cualquier actividad que pueda afectar las tierras, territorio y recursos naturales de un pueblo indígena, en especial cualquier 

propuesta relacionada con la exploración o extracción de recursos naturales (CIDH, 2015, Pueblos indígenas, comunidades afrodescendientes 

y recursos naturales: protección de derechos humanos en el contexto de actividades de extracción, explotación y desarrollo, párr. 12).  Por su parte, 

el ex Relator Especial de la ONU sobre los derechos de los pueblos indígenas, Rodolfo Stavenhagen, señaló que por gran proyecto de desarrollo 

se entiende un proceso de inversión de capital público y/o privado, nacional o internacional para la creación o la mejora de la infraestructura 

física de una región determinada, la transformación a largo plazo de las actividades productivas con los correspondientes cambios en el uso de 

la tierra y los derechos de propiedad de la misma, la explotación en gran escala de los recursos naturales incluidos los recursos del subsuelo, y la 

construcción de centros urbanos, fábricas, instalaciones mineras, centrales energéticas, complejos turísticos, instalaciones portuarias, bases 

militares y empresas similares. (Comisión de Derechos Humanos de Naciones Unidas, 2003, Informe del Relator Especial sobre la situación de los 

derechos humanos y las libertades fundamentales de los indígenas, Rodolfo Stavenhagen, presentado de conformidad con la resolución 2002/65* 

de la Comisión, E/CN.4/2003/90, párr. 6.)

13   OIT, Convenio 169 sobre Pueblos Indígenas y Tribales en Países Independientes, (1991 entrada en vigor), Artículo 7.3.	

14   CIDH (2009), Derechos de los pueblos indígenas y tribales sobre sus tierras ancestrales y recursos naturales, párr. 209.	



RE ALIZ AR ESTUDIOS DE IMPAC TO ANTES DE AUTORIZ AR MEGAPROYEC TOS: UNA OBLIGACIÓN INTERNACIONAL DEL ESTADO ME XIC ANO

11

Pero este deber encuentra su fuente no solo en el Convenio sino también en la jurispru-
dencia15 del Sistema Interamericano de protección de Derechos Humanos al que pertenece 
México16 (Sistema Interamericano). La obligación de realizar estudios previos de impacto se 
vio reforzada y profundizada en 2007 y 2008 con las sentencias que la Corte IDH dictó en el 
Caso Pueblo Saramaka vs. Surinam,17 al establecer que:

[...] el Estado debe garantizar que no se emitirá ninguna concesión dentro 

del territorio Saramaka a menos y hasta que entidades independientes y técni-

camente capaces, bajo la supervisión del Estado, realicen un estudio previo 

de impacto social y ambiental. Mediante estas salvaguardas se intenta pre-

servar, proteger y garantizar la relación especial que los miembros del pueblo 

Saramaka tienen con su territorio, la cual a su vez, garantiza su subsistencia 

como pueblo tribal [énfasis añadido]. 18

Hay que recordar que la Corte IDH es un órgano judicial y autónomo del Sistema Interame-
ricano que aplica e interpreta los derechos reconocidos en la Convención Americana sobre 
Derechos Humanos (Convención Americana). Una de sus funciones es resolver casos por 
violaciones a derechos cometidas por los Estados, para lo cual dicta sentencias en las que 
interpreta el alcance y contenido de los derechos. Cuando un Estado es parte de un tra-
tado internacional, todas sus instituciones están sujetas al tratado; en ese cumplimiento 
deben aplicar las interpretaciones de la Corte (Jurisprudencia). 

México ratificó la Convención Americana en marzo de 1981 por lo que debe cumplir no solo 
con los derechos en ella reconocidos, sino también con lo establecido en los criterios de la 
Corte IDH, incluyendo las sentencias del Caso Saramaka vs. Surinam a que nos hemos refe-
rido y los estándares sobre Estudios de Impacto contenidos en ellas.

15   Existen tribunales internacionales facultados para resolver controversias derivadas del incumplimiento de los Estados a las normas inter-

nacionales de derechos humanos. Para ello emiten sentencias en las que aplican e interpretan las normas; estas interpretaciones conforman la 

jurisprudencia. La jurisprudencia es una fuente del Derecho Internacional de los Derechos Humanos, y es obligatoria para los Estados Parte del 

tratado en cuestión.	

16  El Sistema Interamericano de Protección de Derechos Humanos es el sistema conformado por una serie de instrumentos o normas inter-

nacionales que los Estados del Continente Americano han adoptado en el marco de la Organización de Estados Americanos (OEA). Dichos 

instrumentos reconocen derechos humanos y establecen obligaciones para su protección, pero también han creado dos órganos encargados 

de la protección de dichos derechos: la Comisión Interamericana de Derechos Humanos y la Corte Interamericana de Derechos Humanos. 

Estos órganos son parte del Sistema. México firmó y ratificó la Convención Americana sobre Derechos Humanos y otros tratados del Sistema, 

y también aceptó en su momento la competencia de la Corte Interamericana de Derechos Humanos; por tanto, la Comisión Interamericana 

de Derechos Humanos, así como la Corte Interamericana de Derechos Humanos pueden conocer de casos en contra del Estado Mexicano. 

17   Corte IDH, Caso del Pueblo Saramaka vs. Surinam (Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas), Sentencia del 28 de noviembre 

de 2007 y Corte IDH, Caso Saramaka vs. Surinam (Interpretación de la Sentencia de Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas), 

Sentencia del 12 de agosto de 2008.

18  Corte IDH, Caso del Pueblo Saramaka vs. Surinam (Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas). Sentencia del 28 de noviembre 

de 2007, párr. 129.	
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Es fundamental tener presente que la realización de los estudios de 

impacto es una obligación del Estado y no de otros actores; sea que 

los lleve a cabo por sí mismo, o que los encomiende a entidades in-

dependientes y técnicamente capacitadas, pero bajo su supervisión.
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2 .

De acuerdo con la Corte IDH, los Estudios de Impacto Social y Ambiental:

[...] sirven para evaluar el posible daño o impacto que un proyecto de desarrollo 

o inversión puede tener sobre la propiedad y comunidad en cuestión. El objetivo 

de los EISAs no es sólo tener alguna medida objetiva del posible impacto sobre la 

tierra y las personas, sino también, (…) asegura[r] que los miembros del pueblo (…) 

tengan conocimiento de los posibles riesgos, incluidos los riesgos ambientales y 

de salubridad (…).19

Es mediante estos estudios que se busca “preservar, proteger y garantizar la relación espe-
cial que los miembros del pueblo (…) tienen con su territorio, la cual a su vez garantiza su 
subsistencia (…).20 En este sentido, la CIDH ha señalado que:
 

[...] el contenido de los EISA debe hacer referencia no solo al impacto sobre 

el hábitat natural de los territorios tradicionales de los pueblos indígenas, 

sino también al impacto sobre la relación especial que vincula a estos pue-

blos con sus territorios, incluyendo sus formas propias de subsistencia 

económica, sus identidades y culturas, y sus formas de espiritualidad.21

Para la CIDH, los Estudios de Impacto Social y Ambiental no son solo instrumentos de plani-
ficación de los proyectos de desarrollo o inversión, sino también de identificación de los de-
rechos que corresponden o puedan corresponder a los pueblos indígenas sobre las tierras 
y recursos naturales que se verán afectados de manera directa o indirecta por los proyectos:

19   Corte IDH, Caso Saramaka vs. Surinam (Interpretación de la Sentencia de Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas), Sentencia 

del 12 de agosto de 2008, párr. 40.	

20   Corte IDH, Caso del Pueblo Saramaka vs. Surinam (Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas), Sentencia del 28 de noviembre 

de 2007, párr. 129.	

21   CIDH (2009), Derechos de los pueblos indígenas y tribales sobre sus tierras ancestrales y recursos naturales, párr. 255.	

Los Estudios previos de Impacto Social 
y Ambiental (EISAs) en el Sistema 
Interamericano de Protección de Derechos 
Humanos.
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En efecto, el objetivo último del proceso de estudio de impacto no es otro que 

el de identificar cuáles son los potenciales impactos negativos del plan o pro-

yecto en cuestión sobre la capacidad de los pueblos indígenas de usar y gozar 

de las tierras y otros recursos existentes en sus territorios que tradicional-

mente han usado con fines económicos, sociales, culturales o espirituales; en 

otros términos: el posible impacto sobre su derecho de propiedad comunal.22  

Es fundamental añadir que la Corte IDH ha señalado que la obligación de llevar a cabo un 
estudio de impacto en materia ambiental no solo existe tratándose de proyectos sobre te-
rritorios de pueblos indígenas, sino también en relación con cualquier actividad que pueda 
causar un daño ambiental significativo.23

En este sentido, la Corte coloca dicho deber como una medida de los Estados para cum-
plir con su obligación de prevención en materia ambiental;24 es decir, los Estados tienen la 
responsabilidad de velar por que las actividades realizadas dentro de su jurisdicción o bajo 
su control no causen daños significativos al medio ambiente dentro o fuera del territorio 
del Estado.25 Además, la Corte IDH ha señalado que la obligación de realizar un estudio de 
impacto ambiental es una de las obligaciones mínimas que los Estados deben adoptar 
conforme a su obligación general de tomar medidas apropiadas para prevenir violaciones 
a derechos humanos como consecuencia de daños ambientales.26

22   CIDH (2009), Derechos de los pueblos indígenas y tribales sobre sus tierras ancestrales y recursos naturales, párr. 248.	

23   En su Opinión Consultiva, la Corte IDH refiere que el daño ambiental significativo de acuerdo con la Corte Internacional de Justicia se 

puede determinar tomando en cuenta la naturaleza y magnitud del proyecto y el contexto donde será llevado a cabo. Asimismo, refiere que la 

Comisión de Derecho Internacional ha señalado que el término significativo es ambiguo, por lo que es necesario realizar una determinación en 

cada caso específico, agregando que se debe entender que significativo es algo más que detectable, pero no es necesario que sea grave o sustan-

cial y que el daño “debe conducir a un efecto perjudicial real en asuntos tales como salud humana, industria, propiedad, medio ambiente o agri-

cultura y que tales efectos perjudiciales deben ser susceptibles de ser medidos por estándares fácticos y objetivos”. Por su parte, la Corte IDH ha 

señalado que cualquier daño al medio ambiente que pueda conllevar una violación de los derechos a la vida o a la integridad personal debe ser 

considerado como un daño significativo y que la existencia de este es algo que deberá determinarse en cada caso concreto, con atención a las 

circunstancias particulares del mismo. Corte IDH, Medio ambiente y derechos humanos, Opinión Consultiva OC-23/17 del 15 de noviembre de 

2017, párr. 135, 136, 140 y 157. 	

24   Corte IDH, Medio ambiente y derechos humanos, Opinión Consultiva OC-23/17 del 15 de noviembre de 2017, párr. 130 y 145.	

25   Corte IDH, Medio ambiente y derechos humanos, Opinión Consultiva OC-23/17 del 15 de noviembre de 2017, párr. 128 y 133.	

26   Corte IDH, Medio ambiente y derechos humanos, Opinión Consultiva OC-23/17 del 15 de noviembre de 2017, párr. 144 y 145.	



RE ALIZ AR ESTUDIOS DE IMPAC TO ANTES DE AUTORIZ AR MEGAPROYEC TOS: UNA OBLIGACIÓN INTERNACIONAL DEL ESTADO ME XIC ANO

15

De acuerdo con la jurisprudencia de la Corte IDH,27 tratándose de pueblos indígenas los 
EISAs deben cumplir con ciertos requerimientos básicos, íntimamente vinculados entre sí, 
a saber:

zación, debe asegurarse de que el estudio 
se realizó correctamente.31

Dicha supervisión, e incluso la realización 
por sí mismo, obedece a que el Estado 
tiene la obligación de garantizar y prote-
ger los derechos de los pueblos indíge-
nas; es decir, por un lado, asegurar con las 
medidas necesarias el ejercicio de dichos 
derechos, y, por el otro, impedir su abuso 
por parte de actores no estatales como las 
empresas. Los estudios de impacto son un 
mecanismo encaminado a tal fin. 

Es fundamental puntualizar que la Corte 
IDH considera que se viola el artículo 21 de 
la Convención Americana, en conjunto con 
el artículo 1.1, cuando el Estado no lleva a 
cabo o supervisa estudios ambientales 
y sociales antes del otorgamiento de las 
concesiones.32

2.2
Deben ser realizados por enti-
dades técnicamente capacitadas 
e independientes.

La Corte IDH ha establecido que los EISAs 
deben ser realizados por entidades técni-
camente capacitadas e independientes.33 

31  Corte IDH,  Medio ambiente y derechos humanos, Opinión

Consultiva OC-23/17 de 15 de noviembre de 2017, párr. 163.

32   Corte IDH, Caso del Pueblo Saramaka vs. Surinam (Excepcio-

nes Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas), Sentencia de 28 de 

noviembre de 2007, párr. 154 y 156; y CIDH (2009), Derechos de los 

pueblos indígenas y tribales sobre sus tierras ancestrales y recursos na-

turales, párr. 250.	

33  Corte IDH, Caso del Pueblo Saramaka vs. Surinam (Excepciones 

Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas), Sentencia de 28 de 

2.1
Deben ser realizados por el propio 
Estado o encomendados 
por él, pero bajo su supervisión. 

Es fundamental tener presente que la rea-
lización de los estudios de impacto es una 
obligación del Estado y no de otros ac-
tores; sea que los lleve a cabo por sí mis-
mo,28 o que los encomiende29 a entidades 
independientes y técnicamente capacita-
das, pero bajo su supervisión.30

En caso de que los estudios sean encomen-
dados, el Estado debe verificar y asegurarse 
mediante la supervisión, que las condicio-
nes en que son efectuados y su contenido 
cumplan con los criterios internacionales 
que se han fijado. De acuerdo con la Corte 
IDH sea que los estudios de impacto sean 
realizados por el propio Estado o por una 
entidad privada, es el Estado quien, en el 
marco de su deber de supervisión y fiscali-

27  Corte IDH, Caso del Pueblo Saramaka vs. Surinam (Excepciones 

Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas), Sentencia del 28 de no-

viembre de 2007 y Corte IDH, Caso Saramaka vs. Surinam (Interpre-

tación de la Sentencia de Excepciones Preliminares, Fondo, 

Reparaciones y Costas), Sentencia del 12 de agosto de 2008.	

28   Corte IDH, Caso del Pueblo Saramaka vs. Surinam (Excepciones 

Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas), Sentencia del 28 de 

noviembre de 2007, párr. 148, 154 y 156; y CIDH (2009), Derechos de 

los pueblos indígenas y tribales sobre sus tierras ancestrales y recursos 

naturales, párr. 252 y 253.	

29   CIDH (2009), Derechos de los pueblos indígenas y tribales sobre sus 

tierras ancestrales y recursos naturales, párr. 252.	

30  Corte IDH, Caso del Pueblo Saramaka vs. Surinam (Excepciones 

Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas), Sentencia del 28 de no-

viembre de 2007, párr. 148, 154 y 156; y Corte IDH, Caso Saramaka vs. 

Surinam (Interpretación de la Sentencia de Excepciones Preliminares, 

Fondo, Reparaciones y Costas), Sentencia del 12 de agosto de 2008, 

párr. 41.	
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En este sentido, la CIDH ha enfatizado en su 
informe sobre Derechos de los pueblos indí-
genas y tribales sobre sus tierras ancestrales 
y recursos naturales, que “no sería confor-
me a los criterios establecidos por la Corte, 
por ejemplo, la realización de estudios de 
impacto ambiental y social llevados a cabo 
por personal o contratistas de las empresas 
concesionarias”.34 A pesar de la obviedad 
del criterio, este no es cumplido en la rea-
lidad; incluso el órgano interamericano ha 
indicado que tiene información de que “en 
algunos Estados sería la propia empresa 
concesionaria la que decidiría qué entidad 
realizaría los estudios de impacto, o sería 
la encargada de financiarla o contratarla 
directamente, lo que cuestiona la imparcia-
lidad e independencia de tales estudios”.35

En otra oportunidad, la CIDH ha insistido en 
que:

[...] la información recibida indica que con 

frecuencia estas evaluaciones previas son 

realizadas directamente, financiadas o pro-

movidas por la misma entidad privada que 

llevará a cabo la actividad, lo que compromete 

sus resultados. En otras ocasiones, las evalua-

ciones de impacto [son] realizadas por terce-

ros contratados por la empresa autorizada, 

lo cual genera una relación que puede tender 

a sesgar los resultados de las evaluaciones.36

noviembre de 2007, párr. 194 e); y Corte IDH, Caso Saramaka vs. 

Surinam (Interpretación de la Sentencia de Excepciones Preliminares, 

Fondo, Reparaciones y Costas), Sentencia de 12 de agosto de 2008, 

párr. 41.	

34   CIDH (2009), Derechos de los pueblos indígenas y tribales sobre sus 

tierras ancestrales y recursos naturales, párr. 252.	

35   CIDH (2015), Pueblos indígenas, comunidades afrodescendientes 

y recursos naturales: protección de derechos humanos en el contexto de 

actividades de extracción, explotación y desarrollo, párr. 218.	

36   CIDH (2015), Pueblos indígenas, comunidades afrodescendientes 

Hay que añadir que el Estado debe, ade-
más, seguir criterios de pericia técnica para 
elegir a los responsables de la realización 
de los estudios,37 lo que implica que cuente 
con gente competente y con la experiencia 
necesaria. 

De acuerdo con la CIDH, el criterio aquí 
abordado es congruente “con la justifica-
ción de este tipo de estudios, que no es sino 
la de asegurar un análisis objetivo, imparcial 
y técnicamente verificable, destinado a pro-
porcionar datos fácticos de los que pueden 
desprenderse una serie de consecuencias 
para la aprobación y, en su caso, para la eje-
cución del plan del que se trate”.38

2.3
Deben ser concluidos de 
manera previa al otorgamiento 
de las concesiones, permisos, 
autorizaciones, licencias 
relacionadas con proyectos de 
desarrollo o inversión.

La Corte IDH ha sido muy enfática en de-
terminar que el Estado debe garantizar que 
no se autorizará ningún proyecto sin que se 
haya realizado de manera previa un Estudio 
de Impacto Social y Ambiental.39 Este crite-

y recursos naturales: protección de derechos humanos en el contexto de 

actividades de extracción, explotación y desarrollo, párr. 91.

37   CIDH (2009), Derechos de los pueblos indígenas y tribales sobre sus 

tierras ancestrales y recursos naturales, párr. 252.	

38   CIDH (2009), Derechos de los pueblos indígenas y tribales sobre sus 

tierras ancestrales y recursos naturales, párr. 252.	

39   Corte IDH, Caso del Pueblo Saramaka vs. Surinam (Excepciones 

Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas), Sentencia de 28 de 

noviembre de 2007, párr. 129, 146, 148, 154, 155, 156, 158; Corte 

IDH, Caso Saramaka vs. Surinam (Interpretación de la Sentencia de 

Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas), Sentencia 

del 12 de agosto de 2008, párr. 41, 52; CIDH (2015), Pueblos indígenas, 

comunidades afrodescendientes y recursos naturales: protección 

de derechos humanos en el contexto de actividades de extracción, 

explotación y desarrollo, párr. 251.
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rio resulta de gran importancia porque esa 
claridad permite identificar, de entrada, si el 
Estado ha violado en un primer momento la 
Convención Americana.

En 2015, en su Informe sobre Pueblos in-
dígenas, comunidades afrodescendientes 
e industrias extractivas, la CIDH señaló con 
preocupación que ha identificado que “en 
ocasiones tales estudios se realizan con pos-
terioridad al otorgamiento de la concesión 
o aprobación de los planes de desarrollo”.40 
Para el caso mexicano, sin duda podemos 
afirmar que el Estado ha autorizado proyec-
tos de desarrollo o inversión sobre territorios 
indígenas sin haber estudiado previamen-
te los posibles impactos, y que inclusive los 
estudios ambientales han sido realizados en 
violación a los estándares internacionales, 
lo que ha generado un reclamo judicial por 
parte de las comunidades por violaciones a 
la Convención Americana.41

2.4
Deben ser de carácter social y 
ambiental, así como de derechos.

Como hemos señalado, el Convenio 169 
de la OIT estipula que los Estudios deben 
evaluar la incidencia en diversos campos: el 
social, espiritual y cultural, así como sobre el 
medio ambiente.  Por su parte, la Corte IDH 
hace referencia en sus sentencias a los com-

40   CIDH (2015), Pueblos indígenas, comunidades afrodescendientes 

y recursos naturales: protección de derechos humanos en el contexto de 

actividades de extracción, explotación y desarrollo, párr. 217.	

41   Fundar y el Consejo Tiyat Tlali presentaron en 2016 una demanda 

de amparo acompañando a tres comunidades del Pueblo Tutunaku 

en la Sierra Norte de Puebla, en la que se reclama al Estado Mexicano, 

entre otras cosas, el que no se haya realizado un estudio de impacto 

social antes de autorizar el Proyecto Hidroeléctrico Puebla 1. A la 

fecha el juicio sigue en curso.	

ponentes social y ambiental si se trata de 
estudiar los impactos.42 Al respecto, la CIDH 
apunta que:

[l]a inclusión de estos dos elementos en 

su caracterización revela que el tipo de 

estudios exigidos por la Corte debe ir más 

allá que los estudios del impacto estricta-

mente ambiental exigidos normalmente 

con miras a evaluar y mitigar los posibles 

impactos negativos sobre el medio am-

biente natural, haciendo necesario que se 

incorpore la identificación de los impactos 

directos o indirectos sobre las formas de 

vida de los pueblos indígenas que depen-

den de dichos territorios y de los recursos 

existentes en ellos para su subsistencia.43

42   Corte IDH, Caso del Pueblo Saramaka vs. Surinam (Excepciones 

Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas), Sentencia del 28 de 

noviembre de 2007, párr. 129, 146, 148, 154, 155, 156, 158; Corte IDH, 

Caso Saramaka vs. Surinam (Interpretación de la Sentencia de Excep-

ciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas), Sentencia del 12 

de agosto de 2008, párr. 40, 41, 52; CIDH (2015). Pueblos indígenas, 

comunidades afrodescendientes y recursos naturales: protección 

de derechos humanos en el contexto de actividades de extracción, 

explotación y desarrollo, párr. 254, 255, 256, 258, 259, 260 y 261.

43   CIDH (2009), Derechos de los pueblos indígenas y tribales sobre 

sus tierras ancestrales y recursos naturales, párr. 254.	
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[...] el enfoque ambiental tradicional no es 

suficiente, sino que los impactos de determi-

nado proyecto deben ser evaluados tam-

bién desde la perspectiva de los derechos 

humanos que pueden ser afectados, lesio-

nados o de algún modo restringidos. Dicho 

de otro modo, la preocupación central de la 

CIDH es la inclusión de criterios y procedi-

mientos que permitan asegurar un análi-

sis del impacto en los derechos humanos 

involucrados dentro del proceso de toma 

de decisiones [énfasis añadido].47 

2.5
Deben realizarse conforme a los 
estándares internacionales y 
buenas prácticas al respecto.

De acuerdo con la Corte IDH, uno de los 
estándares más completos y utilizados para 
la elaboración de los EISAs en el contexto 
de pueblos indígenas es conocido como 
AKWÉ: KON:48 Directrices voluntarias para 
realizar evaluaciones de las repercusiones 
culturales, ambientales, y sociales de pro-
yectos de desarrollo que hayan de realizar-
se en lugares sagrados o en tierras o aguas 
ocupadas o utilizadas tradicionalmente por 
las comunidades indígenas y locales, o que 
puedan afectar a esos lugares.49 

Estas Directrices fueron elaboradas como 
parte del programa de trabajo sobre el Ar-
tículo 8 (j) del Convenio sobre la Diversidad 
Biológica50 con la finalidad de establecer 

47   CIDH (2015), Pueblos indígenas, comunidades afrodescendientes 

y recursos naturales: protección de derechos humanos en el contexto de 

actividades de extracción, explotación y desarrollo, párr. 89.	

48   El nombre Akwé: Kon proviene de una expresión de los pueblos 

Mohawk que significa ´’todo en la creación’.	

49   Estas Directrices fueron adoptadas en 2004 por la Conferencia de 

Partes del Convenio sobre la Diversidad Biológica.	

50   El Convenio sobre la Diversidad Biológica es un tratado interna-

La CIDH ha resaltado que el término “so-
cial” como componente de los estudios de 
impacto debe interpretarse de una forma 
amplia,44 de modo tal que en ellos se anali-
ce el impacto sobre la relación especial de 
los pueblos con su territorio, incluyendo 
sus formas de subsistencia económica, 
identidad, cultura y formas de espiritua-
lidad. Por supuesto, este razonamiento es 
pertinente, pues desde la lógica de la inte-
rrelación, interdependencia e integralidad 
de los derechos, la afectación que se pueda 
causar a uno de ellos (sea en el aspecto so-
cial, cultural o ambiental), indudablemente 
impactará en otros.

También la CIDH ha enfatizado que los pro-
yectos extractivos o de desarrollo generan 
una multiplicidad de impactos profundos y 
que alcanzan ámbitos muy distintos como 
el ambiental, territorial, espiritual, de salud y 
vida misma de los pueblos y comunidades.45 
Asimismo, ha visto con preocupación que 
en ocasiones los estudios de impacto no 
miden los impactos espirituales ni cultura-
les, entre otras afectaciones particulares de 
los pueblos indígenas.46 

La CIDH, incluso, ha ido más allá; ha expre-
sado que en la evaluación de los impactos 
de actividades extractivas:

44   CIDH (2009),  Derechos de los pueblos indígenas y tribales sobre 

sus tierras ancestrales y recursos naturales, párr. 255.

45   CIDH (2015), Pueblos indígenas, comunidades afrodescendientes 

y recursos naturales: protección de derechos humanos en el contexto de 

actividades de extracción, explotación y desarrollo, párr. 22.

46   CIDH (2015), Pueblos indígenas, comunidades afrodescendientes 

y recursos naturales: protección de derechos humanos en el contexto de 

actividades de extracción, explotación y desarrollo, párr. 217.
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a)   Estudios de línea base.

b)   Impactos económicos.

c)   Posibles impactos en sistemas 
       tradicionales de tenencia de la 
       tierra.

d)   Consideraciones de sexos.

e)   Consideraciones generacionales.

f)    Aspectos de salud y seguridad.

g)   Efectos en la cohesión social.

h)   Estilos de vida tradicionales.

i)    El impacto posible en el acceso a 
       los recursos genéticos como 
       medio de vida.

lineamientos para la realización de evalua-
ciones sobre las repercusiones culturales, 
ambientales y sociales que los proyectos de 
desarrollo que pretendan realizarse puedan 
tener para las comunidades indígenas. Es 
decir, las Directrices también consideran in-
dispensable evaluar los impactos culturales 
en los estudios; además buscan asegurar la 
participación de las comunidades en dicha 
evaluación.

Estas Directrices utilizan el término evalua-
ción de impacto, y realizan una definición 
para cada evaluación según su ámbito es-
pecífico.51 Por ejemplo, para el caso de la 
evaluación de impacto social, la describen 
como “un proceso para evaluar los proba-
bles impactos beneficiosos y adversos, que 
puedan afectar a los derechos, que tengan 
una dimensión económica, social, cultural, 
cívica y política, así como afectar al bienes-
tar, vitalidad y viabilidad de una comuni-
dad afectada (…) ”[énfasis añadido].52 Asi-
mismo, establecen entre otras cuestiones 
que, para determinar el ámbito de la eva-
luación de un impacto social, debe consi-
derarse lo siguiente:53

cional surgido en el marco de la Organización de las Naciones Uni-

das. Entró en vigor el 29 de diciembre de 1993 y tiene tres objetivos 

principales: la conservación de la diversidad biológica, la utilización 

sostenible de los componentes de la diversidad biológica y la partici-

pación justa y equitativa de los beneficios que se deriven de la utiliza-

ción de los recursos genéticos.	

51   Las Directrices definen evaluación de impacto cultural, evalua-

ción de impacto en el patrimonio cultural, evaluación de impacto 

ambiental y evaluación de impacto social; abordan incluso evalua-

ción ambiental estratégica.	

52   Secretaría del Convenio sobre la Diversidad Biológica (2004) 

Directrices Akwé: Kon voluntarias para realizar evaluaciones de las 

repercusiones culturales, ambientales, y sociales de proyectos de desa-

rrollo que hayan de realizarse en lugares sagrados o en tierras o aguas 

ocupadas o utilizadas tradicionalmente por las comunidades indíge-

nas y locales, o que puedan afectar a esos lugares, párr. 6 f).	

53   Secretaría del Convenio sobre la Diversidad Biológica (2004) 

En torno a los impactos culturales, las Direc-
trices establecen que deben identificarse 
los asuntos que son de especial preocu-
pación cultural, como los del patrimonio 
cultural, religión, creencias y enseñanzas sa-
gradas, prácticas consuetudinarias, formas 
de organización social, sistemas de uso de 
recursos naturales, incluyendo patrones 
de utilización de la tierra, lugares de im-
portancia cultural, valoración económica 
de los recursos naturales, lugares sagrados, 
ceremonias, idiomas, sistemas de leyes con-
suetudinarias y estructuras políticas, funcio-
nes y costumbres.54

Directrices Akwé: Kon voluntarias para realizar evaluaciones de las 

repercusiones culturales, ambientales, y sociales de proyectos de desa-

rrollo que hayan de realizarse en lugares sagrados o en tierras o aguas 

ocupadas o utilizadas tradicionalmente por las comunidades indíge-

nas y locales, o que puedan afectar a esos lugares, párr. 43.

54   Secretaría del Convenio sobre la Diversidad Biológica (2004) 

Directrices Akwé: Kon voluntarias para realizar evaluaciones de las 

repercusiones culturales, ambientales, y sociales de proyectos de desa-

rrollo que hayan de realizarse en lugares sagrados o en tierras o aguas 

ocupadas o utilizadas tradicionalmente por las comunidades indíge-

nas y locales, o que puedan afectar a esos lugares, párr. 24.	
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Es importante apuntar que las Directrices 
indican que se deben tomar en cuenta de 
manera especial los intereses de las muje-
res, por considerar que son ellas quienes 
sufren en gran medida los impactos ne-
gativos de los proyectos de desarrollo.55 

Además, señalan que teniendo en cuenta 
la relación única entre las comunidades in-
dígenas y el medio ambiente, es deseable 
la integración de los impactos culturales, 
ambientales y sociales en un solo proceso 
de evaluación.56 

El contenido de las Directrices es amplio, 
pero es importante precisar que lo que 
pretenda retomarse de ellas, debe cumplir 
con el marco internacional de los derechos 
humanos y con el resto de los estándares 
descritos en este documento.

2.6
Deben tratar el impacto 
acumulado de los proyectos.

Para la Corte IDH, los EISAs deben tratar el 
impacto acumulado que han generado los 

55   Secretaría del Convenio sobre la Diversidad Biológica (2004) 

Directrices Akwé: Kon voluntarias para realizar evaluaciones de las 

repercusiones culturales, ambientales, y sociales de proyectos de desa-

rrollo que hayan de realizarse en lugares sagrados o en tierras o aguas 

ocupadas o utilizadas tradicionalmente por las comunidades indíge-

nas y locales, o que puedan afectar a esos lugares, párr. 3 b).

56   Secretaría del Convenio sobre la Diversidad Biológica (2004) 

Directrices Akwé: Kon voluntarias para realizar evaluaciones de las 

repercusiones culturales, ambientales, y sociales de proyectos de desa-

rrollo que hayan de realizarse en lugares sagrados o en tierras o aguas 

ocupadas o utilizadas tradicionalmente por las comunidades indíge-

nas y locales, o que puedan afectar a esos lugares, párr. 7 y 23.

proyectos existentes y los que vayan a gene-
rar los proyectos propuestos.57 Este análisis 
resulta esencial porque ello permite ubicar 
los proyectos dentro de un contexto más 
amplio, donde pueden ya existir otros pro-
yectos o vayan a realizarse actividades a fu-
turo, y así evitar mirarlos de manera aislada. 
Esto posibilita la identificación no solo del 
efecto individual, sino del impacto que el 
proyecto en concreto tendrá por la interac-
ción con otros proyectos que se efectuaron 
en el pasado o que están ocurriendo en el 
presente. De esta manera, se podrán co-
nocer en su justa y verdadera dimensión los 
impactos que se ocasionarán, incluyendo si 
son a corto, pero también a más largo plazo.

Ya la CIDH ha apuntado que las fuentes de 
afectación por los proyectos de inversión 
son diversas, pues en ocasiones no se trata 
únicamente de un proyecto, sino que en las 
tierras o territorios de una misma comuni-
dad o pueblo se llevan a cabo varios pro-
yectos.58 En este sentido, la Corte IDH señala 
que tratar el impacto acumulado permitiría 
concluir de una manera más certera si los 
efectos individuales y acumulados de acti-
vidades existentes y futuras pueden poner 

57   Corte IDH, Caso Saramaka vs. Surinam (Interpretación de la Sen-

tencia de Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas), 

Sentencia del 12 de agosto de 2008, párr. 41.	

58   CIDH (2015), Pueblos indígenas, comunidades afrodescendientes 

y recursos naturales: protección de derechos humanos en el contexto de 

actividades de extracción, explotación y desarrollo, párr. 22.	
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en peligro la supervivencia59 de los pueblos 
indígenas.60

2.7
Deben ser realizados en colaboración 
con los pueblos interesados y sus 
resultados compartidos y consultados 
con ellos. 

El Convenio 169 de la OIT en su artículo 7.3 
es muy puntual al estipular que los estudios 
deben efectuarse en cooperación con los 
pueblos interesados. Por su parte, la CIDH 
ha señalado que:

[l]a participación de los pueblos indígenas 

en las actividades relativas a los procesos 

de EISA es una exigencia que deriva de la 

propia naturaleza y contenido de dichos 

estudios. En la medida en que los EISA pre-

tenden documentar los posibles impactos 

negativos de los planes de desarrollo o in-

versión sobre la relación entre los pueblos 

59  Retomando a la Corte IDH, la CIDH ha señalado que “la ‘super-

vivencia’ no se identifica con la mera subsistencia física, sino con que 

“debe ser entendida como la capacidad de los [pueblos indígenas] de 

´preservar, proteger y garantizar la relación especial que tienen con 

su territorió , de tal forma que puedan ćontinuar viviendo su  modo 

de vida tradicional y que su identidad cultural, estructura social, 

sistema económico, costumbres, creencias y tradiciones distintivas 

serán respetadas, garantizadas y protegidas (…)’. En sentido similar, 

para la CIDH “el término ‘supervivienciá  no se refiere solamente 

a la obligación del Estado de garantizar el derecho a la vida de las 

víctimas, sino también a la obligación de adoptar todas las medidas 

adecuadas para garantizar la relación continua del pueblo [indígena] 

con su territorio y cultura”. Asimismo, la Comisión considera que “el 

término ‘supervivienciá  debe entenderse de manera coherente con 

el conjunto de derechos de los pueblos indígenas y tribales a fin de 

no dar lugar a una concepción estática de sus formas de vida. Por el 

contrario, en la determinación de su alcance, debe tenerse en cuenta 

su derecho a perseguir libremente su desarrollo económico, social y 

cultural, de acuerdo con sus propias necesidades, preferencias y aspi-

raciones”. CIDH (2015), Pueblos indígenas, comunidades afrodescen-

dientes y recursos naturales: protección de derechos humanos en el con-

texto de actividades de extracción, explotación y desarrollo, párr. 165.

60   Corte IDH, Caso Saramaka vs. Surinam (Interpretación de la Sen-

tencia de Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas), 

Sentencia del 12 de agosto de 2008, párr. 41.	

indígenas y sus territorios tradicionales, se 

requiere necesariamente del conocimiento 

de los miembros de los pueblos indígenas 

para identificar dichos impactos, así como 

para la identificación de posibles alternati-

vas y medidas de mitigación.61

Cabe añadir en este punto que la CIDH 
también ha señalado que los resultados 
de los EISAs deben ser compartidos y con-
sultados con las comunidades a fin de que 
puedan brindar aportes y tomar una de-
cisión informada.62 Este señalamiento, a 
pesar de ser relevante y obvio, se incumple 
con frecuencia. Al respecto la CIDH también 
advierte que cuenta con información “sobre 
procesos de ‘socialización’ en torno a dichos 
estudios que serían sumamente cortos y 
técnicos, y no permitirían que los pueblos 
indígenas estén plenamente informados”.63 

En este sentido, los estudios de impac-
to deben ser documentos redactados en 
un lenguaje claro y accesible que permita 
la comprensión de lo técnico, incluso en 
su idioma, pues, de otra manera, su con-
tenido quedaría fuera del alcance de los 
integrantes de los pueblos.  Por otro lado, 
debe considerarse que la referida socializa-
ción no puede contemplar solo la entrega 
del documento final, sino todo un proceso 
para comunicar los resultados.

61   CIDH (2009), Derechos de los pueblos indígenas y tribales sobre sus 

tierras ancestrales y recursos naturales, párr. 267.

62  CIDH (2015), Pueblos indígenas, comunidades afrodescendientes 

y recursos naturales: protección de derechos humanos en el contexto 

de actividades de extracción, explotación y desarrollo, párr. 90 y 215.

63   CIDH (2015), Pueblos indígenas, comunidades afrodescendientes 

y recursos naturales: protección de derechos humanos en el contexto de 

actividades de extracción, explotación y desarrollo, párr. 218.
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dios apropiados, que podrán incluir los me-
dios escritos, electrónicos u orales, así como 
los métodos tradicionales, de forma efectiva 
y rápida.69

2.8
Deben respetar las tradiciones y 
cultura del pueblo indígena de que 
se trate.

En lógica y vinculación con el criterio previo, 
los estudios de impacto deben realizarse en 
respeto y de conformidad con las tradicio-
nes y cultura del pueblo indígena.70 Se en-
tendería entonces que uno de los aspectos 
que se debe contemplar en su proceso de 
realización y de socialización es que tenga 
lugar en el idioma del pueblo originario del 
que se trate, pues solo de esa manera se po-
dría garantizar su participación efectiva. Por 
supuesto, el documento que finalmente 
contenga el análisis de los impactos debe 
ser traducido al idioma correspondiente. 
En este sentido, la CIDH ha advertido ha-
ber recibido información de casos en los 
que los estudios de impacto no son tradu-
cidos al idioma de los pueblos indígenas.71

69  ONU, Acuerdo regional sobre el acceso a la información, la partici-

pación pública y el acceso a la justicia en asuntos ambientales en Amé-

rica Latina y el Caribe (2018 fecha de adopción), Artículo 7.9.

70  Corte IDH, Caso del Pueblo Saramaka vs. Surinam (Excepciones 

Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas), Sentencia de 28 de 

noviembre de 2007, párr. 154; Corte IDH, Caso Saramaka vs. Surinam 

(Interpretación de la Sentencia de Excepciones Preliminares, Fondo, 

Reparaciones y Costas), Sentencia del 12 de agosto de 2008, párr. 41.

71   CIDH (2015), Pueblos indígenas, comunidades afrodescendientes y 

recursos naturales: protección de derechos humanos en el contexto de 

actividades de extracción, explotación y desarrollo, párr. 218.	

No sobra agregar que el Estado debe ga-
rantizar la participación efectiva de los pue-
blos indígenas en todo el proceso de otor-
gamiento de los permisos o concesiones,64 
proceso del que los EISAs son parte. 

Es importante señalar que, además de la 
participación de los pueblos indígenas, la 
Corte IDH considera que la participación 
del público interesado, en general, permite 
realizar un examen más completo del posi-
ble impacto que tendrá el proyecto o activi-
dad, así como si afectará o no a los derechos 
humanos.65

Cabe mencionar que en el Acuerdo de 
Escazú66 se ha reconocido que los Estados 
Parte deben garantizar mecanismos de 
participación del público en los procesos de 
toma de decisiones relativos a proyectos o 
actividades que puedan tener un impac-
to significativo67 sobre el medio ambiente, 
incluyendo cuando puedan afectar la sa-
lud.68 Asimismo, en el referido tratado se ha 
señalado que la difusión de las decisiones 
que resultan de las evaluaciones de impac-
to ambiental que involucran la participación 
pública deberá realizarse a través de me-

64   Corte IDH, Caso Saramaka vs. Surinam (Interpretación de la Sen-

tencia de Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas), 

Sentencia del 12 de agosto de 2008, párr. 41.	

65   Corte IDH, Medio ambiente y derechos humanos, Opinión Con-

sultiva OC-23/17 de 15 de noviembre de 2017, párr. 168.	

66   Este tratado fue adoptado en Escazú, Costa Rica el 4 de marzo de 

2018, pero aún no entra en vigor, debido a que todavía no ha sido rati-

ficado por el número de Estados requeridos para ello, que deben ser 

11. México aún no lo ha ratificado. Aunque este tratado es conocido 

como Acuerdo de Escazú, su nombre es Acuerdo regional sobre el ac-

ceso a la información, la participación pública y el acceso a la justicia 

en asuntos ambientales en América Latina y el Caribe.

67   Véase nota al pie número 23.	

68  ONU, Acuerdo regional sobre el acceso a la información, la par-

ticipación pública y el acceso a la justicia en asuntos ambientales en 

América Latina y el Caribe (2018 fecha de adopción), Artículo 7.2.
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2.9
Deben garantizar el derecho del 
pueblo originario a ser informado 
acerca de todos los proyectos 
propuestos en su territorio.

Como ya se ha señalado, los EISAs deben 
ser concluidos de manera previa al otor-
gamiento de los permisos para los proyec-
tos, porque con ello se busca garantizar 
el derecho del pueblo originario a ser infor-
mado acerca de todos los proyectos pro-
puestos en su territorio y, por lo tanto, a su 
derecho a participar de forma efectiva en el 
proceso de otorgamiento de concesiones.72 
De acuerdo con la CIDH, el no contar con el 
EISA antes de darse una concesión, eviden-
cia que los pueblos indígenas no habrían 
tenido la información suficiente, adecuada 
y oportuna al momento de ser consultados 
sobre su otorgamiento.73 

Hay que recordar también que, de acuer-
do con la Corte IDH, el objetivo de los EISAs 
no es solo tener alguna medida objetiva del 
posible impacto sobre la tierra y las personas, 
sino también asegurar que los miembros del 
pueblo indígena tengan conocimiento de los 
posibles riesgos.

72  Corte IDH, Caso Saramaka vs. Surinam (Interpretación de la Sen-

tencia de Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas), 

Sentencia del 12 de agosto de 2008, párr. 41.

73  CIDH (2015),  Pueblos indígenas, comunidades afrodescendientes 

y recursos naturales: protección de derechos humanos en el contexto de 

actividades de extracción, explotación y desarrollo, párr. 217.  	

2.10
Deben identificar posibles 
alternativas o medidas de mitigación 
de los impactos negativos.

Como ya se ha referido, la obligación de 
realizar un EISA pretende la garantía de 
los derechos de los pueblos indígenas; por 
tanto, dichos estudios no pueden constituir 
meros trámites formales, sino que deben 
conducir a cambios específicos en el diseño 
de los planes de desarrollo o inversión cuan-
doquiera que los estudios hayan identifica-
do posibles impactos negativos74 incluidos 
cambios como el no seguir adelante con el 
proyecto.75 Asimismo, deben identificar po-
sibles alternativas o medidas de mitigación 
de dichos impactos con la participación del 
pueblo de que se trate.

Es importante recordar que, de conformi-
dad con el derecho a la consulta y al con-
sentimiento de los pueblos indígenas, es 
deber del Estado incluso cancelar el plan 
o proyecto con base en el resultado del pro-
ceso de consulta,76 dentro del cual, el EISA 
juega un papel fundamental pues estudiar 
los posibles impactos bajo los estándares 
debidos permite identificar si es viable o 
no el otorgamiento de un permiso para un 
determinado plan o proyecto de inversión o 
desarrollo.

74  CIDH (2015), Pueblos indígenas, comunidades afrodescendientes 

y recursos naturales: protección de derechos humanos en el contexto 

de actividades de extracción, explotación y desarrollo, párr. 265.	

75  Secretaría del Convenio sobre la Diversidad Biológica (2004) 

Directrices Akwé: Kon voluntarias para realizar evaluaciones de 

las repercusiones culturales, ambientales, y sociales de proyectos de 

desarrollo que hayan de realizarse en lugares sagrados o en tierras o 

aguas ocupadas o utilizadas tradicionalmente por las comunidades 

indígenas y locales, o que puedan afectar a esos lugares, párr. 7 (b,ii).

76   CIDH (2009), Derechos de los pueblos indígenas y tribales sobre 

sus tierras ancestrales y recursos naturales, párr.324.	
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Finalmente es fundamental señalar que, 
aunque estos estándares han sido de-
sarrollados por la Corte IDH respecto de 
proyectos que pretenden autorizarse 
sobre territorios de pueblos indígenas, la 
propia Corte IDH también ha establecido 
que son aplicables para todo estudio de 
impactoambiental,77 el cual debe efectuar-
se respecto de todo proyecto que pueda 

77  Corte IDH, Medio ambiente y derechos humanos, Opinión Consul-

tiva OC-23/17 de 15 de noviembre de 2017, párr. 161.	

causar un daño ambiental significativo.78 Es 
decir, como ya se señalaba, aun cuando no 
se trate de territorio de comunidades in-
dígenas, la Corte IDH ha advertido que la 
obligación de llevar a cabo un estudio de 
impacto ambiental existe también en rela-
ción con cualquier actividad que implique 
un riesgo de daño ambiental significativo.79

78   Véase nota al pie número 23.	

79   Corte IDH, Medio ambiente y derechos humanos, Opinión Con-

sultiva OC-23/17 de 15 de noviembre de 2017, párr. 157 y 160.	
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Conclusiones
Como puede apreciarse, en el marco internacional de los derechos humanos se utilizan 
los términos Estudio de impacto y Evaluación de impacto, para referirse a una misma 
figura: el proceso o la acción de estudiar los posibles impactos o daños que un proyec-
to de desarrollo o inversión pueda tener sobre el ámbito social, espiritual, cultural, del 
medio ambiente y de derechos de los pueblos indígenas, incluyendo el derecho a usar 
y disfrutar de las tierras y recursos en sus territorios. También son usados para referirse al 
producto o documento en sí, que es el resultado de dicha acción.

Desde la entrada en vigor del Convenio 169 de la OIT en 1991, el Estado Mexicano tiene la 
obligación de estudiar/evaluar previamente los impactos que los proyectos de desarrollo 
o inversión pueden ocasionar a los pueblos originarios en el sentido más amplio de su 
ámbito social, ambiental y de derechos. Dicha obligación implica el cumplimiento cabal 
de los estándares mínimos señalados en el propio Convenio y en la jurisprudencia de la 
Corte IDH, además del deber de adecuar y armonizar la legislación interna conforme a 
ellos.

En ese entendido, cualquier licencia, concesión, autorización o permiso otorgado desde 
1991 tendría que haber contado con el estudio de los impactos correspondientes y con-
forme a los estándares existentes; de lo contrario el Estado Mexicano habría compro-
metido su responsabilidad internacional, lo cual puede ser incluso reclamado por la vía 
judicial. En esta lógica, cualquier permiso entregado en violación a esta obligación debe 
ser cancelado.

Finalmente, queremos señalar que la obligación del Estado de efectuar estos estudios 
para autorizar proyectos de inversión o desarrollo debe ser cumplida junto con sus es-
tándares no solo cuando se trate de proyectos que involucren el territorio de pueblos 
indígenas, sino cuando se trate también de población no indígena. Es decir, tomando 
como base el principio de progresividad de los derechos humanos —que indica que los 
derechos de las personas y los pueblos deben avanzar para extender su ámbito de pro-
tección— así como el principio pro persona —que pretende la aplicación de la norma 
que represente una mayor protección para los derechos de la persona—, corresponde 
que el Estado aplique los estándares internacionales descritos en este documento, 
respecto de cualquier proyecto que pretenda realizarse sobre cualquier parte del 
territorio nacional, y que adecue y armonice la legislación interna con base en ellos, 
para así facilitar la garantía de derechos también de las comunidades campesinas y de 
la población en general. 

III
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